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En días pasados, varios gremios agrarios

hicieron un planteamiento común sobre

la necesidad y urgencia de discutir cómo

limitar la propiedad agraria. La Asociación

Nacional de Productores Agroecológicos

del Perú (ANPE), la Confederación Cam-

pesina del Perú (CCP), la Federación Na-

cional de Mujeres Campesinas, Artesanas,

Indígenas, Nativas y Asalariadas del Perú

(Femucarinap) y la Confederación Nacio-

nal Agraria (CNA) estuvieron de acuer-

do, además, con la importancia de incor-

porar a este debate otros temas afines: el

acceso de los pequeños y medianos pro-

ductores agrarios a la tierra y al agua, la

seguridad alimentaria y la titulación de

predios de rurales.

Respecto a los límites a la tierra, señala-

ron que debe establecerse un límite máxi-

mo a la tenencia de ese recurso (tanto pro-

piedad como uso), sobre la base de un

porcentaje variable en función de la dimen-

sión y ubicación de los valles. Con este

criterio, se podrían establecer límites dife-

renciados, dependiendo de la realidad de

cada valle, además de adecuarse a una

posible ampliación de las áreas de cultivo

(ver LRA 137).

Con el objetivo de desincentivar la con-

centración de tierras, los gremios consi-

deraron la necesidad de establecer un im-

puesto gradual a este recurso —más im-

puestos cuanto más grande sea la propie-

dad—, así como la eliminación de los sub-

sidios a la gran empresa agraria. En cuan-

to a los proyectos de ampliación de la fron-

tera agrícola en la costa, plantearon que

la inversión pública que se destina a su

ejecución debe incorporar y priorizar el

establecimiento de módulos para la pe-

queña y mediana agricultura.

En lo relacionado con la labor de pro-

moción de la actividad agraria, los gre-

mios afirman que el Estado no debe cir-

cunscribirse sólo a la gran inversión, sino

que corresponde incorporar a los peque-

ños agricultores mediante el incentivo de

adopción de formas asociativas que les

permitan acceder a las tierras ganadas

por ampliación de la frontera agrícola. Fi-
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nalmente, expresan la urgencia de redu-

cir la dotación de agua destinada a los

módulos de gran agricultura o agricultu-

ra corporativa, porque no hacerlo impli-

ca necesariamente la pérdida de derechos

(uso) para poblaciones ubicadas en las

partes altas de las cuencas o de aquellos

cursos de agua que son derivados hacia

la costa.

A la fecha, el Ministerio de Agricultura

no ha presentado propuesta al-

guna sobre límites a la tierra por-

que está esperando los prime-

ros resultados del censo agra-

rio (finales de 2012). El Congre-

so de la República, a través del

presidente de la Comisión Agra-

ria, anunció igualmente un de-

bate alrededor de las dos ini-

ciativas legislativas que versan

sobre el  tema, pero la legislatu-

ra está terminando y todavía no

se cuenta con ningún dictamen

al respecto. Los gremios agra-

rios han expresado sus puntos

de vista y con propuestas con-

cretas. Existe el tiempo justo

para iniciar un proceso partici-

pativo alrededor de una políti-

ca de tierras que garantice el

acceso a la tierra y el agua a los

actores que tienen en ella el

principal sustento para su vida

y desarrollo.

Propuesta de los gremios
para una política de
tierras con inclusión

• Organizar políticas rurales específi-

cas para la costa, la sierra y la selva.

• Reimpulsar y culminar la titulación

rural, para garantizar la tenencia de la

tierra de los pequeños agricultores.

• Establecer un sistema de subsidios e

incentivos alrededor de módulos de

pequeña agricultura.

• Reducir los costos de transacción

vinculados al acceso al capital a fa-

vor de pequeños y medianos agri-

cultores.

• Condicionar el otorgamiento de apo-

yo o subsidios estatales al afianza-

miento de la seguridad alimentaria en

el país.

• Establecer medidas concretas que

aseguren el acceso al recurso agua.
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Los gremios agrarios se pronunciaron públicamente para exigir que el Gobierno consulte a los productores sobre

el problema de la concentración de la tierra.


